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PRESENTACIÓN

El Consejo General de Economistas, a través de sus órganos especializados y con la colaboración de sus

Colegios, viene realizando periódicamente informes, estudios y posicionamientos sobre la actualidad eco-

nómica y empresarial. Algunos de ellos tienen un marcado carácter técnico, entre los que se encuadran al-

gunos elaborados recientemente, como, por ejemplo, el estudio sobre Las empresas de asesoramiento

financiero en España, el informe relativo a Segunda oportunidad. Situación actual y perspectivas de mejora

o los documentos titulados El panorama de la fiscalidad autonómica y foral 2015 y Declaración de renta y

patrimonio 2014. Sin embargo, otros de los instrumentos de trabajo desarrollados por el Consejo poseen

un carácter más generalista y divulgativo, y tienen como principal objeto fomentar el debate en cuestiones

de coyuntura económica de interés social. Entre estos últimos, cabe recordar, entre otros, Las refinanciaciones

y el tratamiento de las insolvencias empresariales en la recuperación económica. Referencias ineludibles,

el informe titulado Un nuevo modelo productivo para España, el estudio Necesidad de hacer análisis de

costes para fijar tarifas públicas o el monográfico incluido en la revista del Consejo 3ECONOMI4 sobre Re-

formas estructurales y Estado del Bienestar.

Pues bien, el trabajo que ahora presentamos –El futuro de los municipios: organización territorial– se en-

marca claramente en esta segunda tipología, ya que este estudio, sin ánimo de ser exhaustivo, plantea un

interesante marco de reflexión sobre una cuestión –como es la reforma de la planta local– que viene siendo

objeto de debate desde hace ya tiempo, pero que se ha visto impulsada de la mano de la crisis económica

y la sostenibilidad presupuestaria. 

Partiendo de un análisis de las diferentes fórmulas desarrolladas en España para paliar las deficiencias es-

tructurales de los municipios, este trabajo pone sobre el tapete cuestiones controvertidas como la recom-

posición territorial, el redimensionamiento de los entes locales o la implementación de sistemas de

colaboración o cooperación interjurisdiccional. Todo ello de cara a poder definir un cambio de modelo or-

ganizativo adaptado a los nuevos tiempos que permita contribuir al desarrollo económico y a una más efi-

ciente gestión de los servicios a los ciudadanos.   

En la consecución de este propósito final, cabe agradecer el trabajo realizado por Luis Caramés Viéitez,

catedrático de Hacienda Pública de la Universidad de Santiago de Compostela y asesor de coyuntura del

Consejo General de Economistas, y por María Cadaval Sampedro, profesora de Hacienda Pública en la

USC, sin cuyas aportaciones este estudio no sería realidad. 

Espero que este trabajo sirva para aportar puntos de vista que sean útiles para que responsables políticos

e institucionales pongan en marcha, desde ya, un debate fructífero sobre la urgente necesidad que tiene

España de introducir una mayor racionalidad en nuestras administraciones locales.

Valentín Pich

Presidente del Consejo General de Economistas
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INTRODUCCIÓN
Son recurrentes los debates conceptuales –parece que inconclusos– que ha suscitado la noción de descen-
tralización. La estructura básica de los gobiernos se ha ido transformando a medida que el poder y los re-
cursos se distribuyen entre los niveles de gobierno, si bien la diversidad de factores que suscitan el interés
por la descentralización refleja, en parte, las diferencias institucionales de unos países con respecto a otros.
Para estos contextos no resulta de aplicación un patrón único de eficiencia económica, sino que las ha-
ciendas locales han de buscar también cierto equilibrio entre la cultura, la tradición y la negociación (Giménez,

2002).

El consenso alcanzado en el ámbito funcional aconseja  instituciones político-administrativas encargadas
del suministro de bienes y servicios públicos, con una extensión territorial íntimamente ligada a la dimensión
espacial de los beneficios generados.

Es un hecho cierto y comprobado que las jurisdicciones locales forman una compleja malla territorial, fruto
mayoritario del acarreo histórico, aceptada como parte de una cultura. Costumbres, hábitos sociales, leyes
y esquemas mentales están muy presentes, lo que a veces se olvida cuando se observa el mundo local con
perspectivas extremadamente parciales o tecnocráticas. Por ello resulta simplista obviar el complicado juego
de interrelaciones entre los diferentes espacios, más o menos organizados jerárquicamente –del gobierno
central a los municipios– y entre los gobiernos del mismo nivel, pues los problemas relevantes son interde-
pendientes y, frecuentemente, están condicionados por restricciones de tipo institucional.

Ignorar el anclaje del tejido local en la tradición está fuera de propósito. Y así sucede cuando de manera
harto superficial se afirma, en un tono relativamente dogmático, que el redimensionamiento de los entes
locales por la vía de fusión es imprescindible. Se trata, en definitiva, del error de asumir una concepción
simple y ahistórica del problema.

No podemos obviar que muchas veces, la estructura te-
rritorial se compadece mal con la realidad que ha de
atender, produciéndose el conocido desajuste entre los
territorios funcional, institucional y relacional, tanto más
agudo cuando menos se haya hecho por aliviarlo. Nues-
tra sociedad, intensamente urbanizada, genera formas
de vida en las que la movilidad es una constante, dife-
renciándose los lugares trabajo, ocio y residencia, dando
lugar a fuertes dependencias de servicios públicos loca-
les en común. Hemos ido construyendo un territorio re-
lacional que plantea entre sus mayores desafíos el de
encontrar la manera de encajar los círculos de los bene-
ficiarios, los decisores y los contribuyentes en uno solo,

No resulta de aplicación un patrón único de eficiencia económica, sino que las haciendas
locales han de buscar también cierto equilibrio entre la cultura, la tradición 

y la negociación.

Beneficiarios

ContribuyentesContribuyentes

os

DecisoresDecisores
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INTRODUCCIÓN

como si de un juego de matruscas rusas se tratase. Consecuentemente, el debate se afana en encontrar la
congruencia entre los territorios administrativos y funcionales, en aras de una provisión eficiente y equitativa
de los bienes y servicios públicos.

Los límites administrativos, a menudo obsoletos, son desbordados, apareciendo los efectos spillover y con-
gestión que derivan inexorablemente en una mala asignación de recursos y en dificultades de gestión. Con-
secuentemente, resulta imperativo hacer coincidir los “círculos” de decisores, contribuyentes y beneficiarios,
focalizándose  el debate en encontrar la congruencia entre los territorios administrativos y funcionales, en
aras de una provisión más eficiente y equitativa de bienes y servicios públicos. Una de las prácticas más so-
corridas para su consecución está ligada a la geometría espacial. Si la estrategia elegida fuese la de ir de
bien colectivo local en bien colectivo local, estaríamos abocados a una multiplicación de mallas formadas
por cada servicio concreto: agua, incendios, transportes, etc. El residente entraría en tantos de esos “clubes”
como servicios utilizase, con los consiguientes costes de información y de organización. O lo que es lo
mismo, estaríamos en presencia de una parcelación institucional que, a priori, se antoja excesiva y cara.

Esto hace pensar muchas veces en la necesidad de una recomposición territorial radical, a través de la
fusión de niveles jurisdiccionales de gobierno, aunque, en la práctica, por elemental que pueda parecer el
proceso, es “traumático”, arrastrando consigo elevados costes de negociación, lo que las convierte en una
solución subóptima. Si echamos una mirada atrás, observamos que esta opción dista mucho de haber sido
adoptada voluntariamente allí donde se ha producido con mayor intensidad. El apego identitario de los
ciudadanos con sus instituciones más cercanas, junto con las reticencias de los políticos, hace que el redi-
mensionamiento por medio de fusiones requiera estrategias específicas y muy medidas. Muchos de los obs-
táculos a esta vía que, en ocasiones, se considera obvia, proceden de lo sociológico –memoria histórica,
sentido de pertenencia al grupo, etc.– lejos, por tanto, de la racionalidad económica, sin olvidar la renta de
situación de los políticos, buen número de los cuales ha visto amenazada su posición en los procesos de
fusión (Caramés, 2004, Della Santa, 1996).

La pérdida de autonomía en las decisiones de carácter político, que con frecuencia arguyen los detractores
de esta fórmula de reconstrucción administrativa,  se compensaría con la fortaleza necesaria para mantener
la sostenibilidad y la estructura financiera y funcional de los servicios prestados a los ciudadanos, así como
con los beneficios colectivos derivados de la consecución de unidades de gestión político-administrativa de
mayor capacidad presupuestaria y competencial, con representación democrática.

Cada vez más –y salvo que las propias restricciones que la severa crisis económica está imponiendo a las
administraciones públicas, incluidas las locales, acaben por modificar profundamente las preferencias ciu-
dadanas– los procesos coactivos de fusión municipal han dejado paso a la vía del reagrupamiento funcional
(Kada, 2010). Esta fórmula, medio adecuado para racionalizar la oferta de bienes  y servicios locales, permite,
además, el desarrollo del llamado “efecto zoo” (Oates, 1988), según el cual una colectividad local desarrolla
su atractivo al ofrecer no sólo un bien o servicio, sino un gama de servicios locales –que tienen mayor pro-

Cada vez más, los procesos coactivos de fusión municipal han dejado paso a la vía del
reagrupamiento funcional. 
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INTRODUCCIÓN

babilidad de satisfacer los gustos y las preferencias de los ciudadanos. Sin embargo, el deseo de adherirse

a una estructura municipal puede resultar igualmente de la voluntad de unirse a otros municipios para un

proyecto global de desarrollo de las corporaciones locales, tendentes a la integración de los territorios en

un espacio intermunicipal homogéneo. Los objetivos básicos de las fórmulas de cooperación intermunicipal

residen en la consecución de una escala eficiente en la producción y gestión de los bienes y servicios públicos

locales, una cobertura de los presupuestos contra los riesgos adquiridos ante comportamientos free-rider,

así como también una mejor redistribución de los recursos. 

Podría ocurrir, sin embargo, que con el paso del tiempo, el aprendizaje de trabajar y cooperar conjuntamente

aportase un carácter evolutivo a las distintas jurisdicciones que cooperan, desembocando en fusiones. Pero

aunque la geografía y la economía hayan ido ganando el pulso a la historia, para que las nuevas realidades

objetivas se hagan un sitio en la conciencia de la ciudadanía, hará falta tiempo y experiencias exitosas.
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LA REALIDAD LOCAL EN ESPAÑA

En general, los países europeos han dejado pasar buenas oportunidades para afrontar la reforma local,
tanto es así que en países como Francia o España, la estructura vigente es prácticamente la misma que he-
redamos del Antiguo Régimen, a la que ni la Revolución Francesa pudo derrocar. Nuestra Constitución de
1812, incorpora ese legado y sienta las bases de lo será la organización de la planta local que ha llegado
a nuestros días, donde “…se pondrá ayuntamiento en los pueblos que no le tengan, y en que convenga
le haya, no pudiendo dejar de haberle en los que por sí o con su comarca lleguen a mil almas…”, y las in-
mediatas leyes aprobadas después recogieron lo mismo. Se mantuvo la herencia y, durante mucho tiempo,
la uniformidad de régimen, en el que todos los ayuntamientos, cualquiera que fuese su territorio y población,
reflejaban una misma organización y responsabilidades.

Desde entonces hasta el año 1978, los entes locales eran concebidos como administraciones para atender
los asuntos locales, así como servir de “brazo ejecutor” de las políticas del gobierno central. Sin embargo,
la entrada en vigor de la Constitución Española y, concretamente, de su título VII, a partir del cual se esta-
blece la organización de acuerdo con el artículo 137: “El Estado se organiza territorialmente en municipios,
en provincias y en las comunidades autónomas que se constituyan. Todas estas entidades gozan de auto-
nomía para la gestión de sus respectivos intereses”. La Carta Europea de Autonomía Local (CEAL) firmada
en Estrasburgo el día 15 de Octubre de 1985, precedida por la ley 7/85 del 2 de abril, Reguladora de Bases
del Régimen Local, conforman las columnas que sustentan el edificio administrativo democrático, después
de los cimientos constitucionales, de lo que fue el desarrollo futuro de nuestras entidades locales.

La primera ley de régimen local data de abril de 1985, a partir de la que se sitúa a los ayuntamientos, di-
putaciones y demás entes locales en el nuevo mapa administrativo autonómico, reconociendo la autonomía
municipal en determinadas materias. El control del poder local quedaba así jurisdiccionalizado (Muñoz y Ca-

ramés, 2013). Esta orientación se mantuvo en el tiempo, y las reformas posteriores han pivotado alrededor
del fortalecimiento de la administración local, tanto su organización como sus competencias. Si bien, sen-
tadas las bases del estado autonómico, parece no encontrarse un hueco en la agenda político-administrativa
que encare la nueva realidad a la que se enfrentan los entes locales.

En el campo de la financiación, se ha avanzado tímidamente, dándose pasos reseñables tales como la 
creación del Fondo de Cooperación Local, que permite a los municipios participar en los ingresos de la co-
munidad autónoma, tal y como establece el artículo 142 de la Constitución española. 

Además de este Fondo de Cooperación Local, para paliar la insuficiencia financiera, se han adoptado me-
didas complementarias al objeto de conseguir la cohesión en el ámbito local, tal es el caso de un fondo
que compense o corrija los déficits existentes en algunas áreas de la comunidad –Fondo de Compensación
Interterritorial– y la garantía para las entidades locales de que sus recursos financieros no serán menguados

En el campo de la financiación, se ha avanzado tímidamente, dándose pasos reseñables

tales como la creación del Fondo de Cooperación Local, que permite a los municipios

participar en los ingresos de la comunidad autónoma.
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LA REALIDAD LOCAL EN ESPAÑA

por el hecho de asumir encargos “impropios” o por disposición de la Comunidad Autónoma, que puedan
suponer una reducción de sus ingresos o un aumento de los gastos, sin contrapartida.

El debate sobre la reforma de la planta local se ha ido acelerando de manera inusitada desde la crisis eco-
nómico-financiera que se desencadenó a partir del año 2007, al poner el foco en la contención del déficit
público. Es entonces cuando vuelve el debate sobre la “racionalización” de la planta municipal, que lleva
implícita la intención de evitar las duplicidades existentes. 

La emergencia de la configuración autonómica de la que ya hemos hablado, en un proceso arrítmico y poco
armónico, ha ahogado la segunda descentralización, siendo los gobiernos locales tratados de manera se-
cundaria, tanto en el reparto de poder funcional como en la distribución de los recursos públicos. Y ello
hasta el extremo de que el porcentaje de gasto sobre el PIB es, prácticamente, el mismo que  a principios
de la década de los 80, situándose alrededor del 13%. Hubo varios intentos para reconducir esta situación,
desde planteamientos “novedosos” que nacen de la propia administración autonómica de Galicia, que pre-
tende impulsar la administración única en el año 2006, con el objetivo recurrente de la racionalización de
la planta administrativa local, a través de la asunción de ciertas competencias ejecutivas locales por parte
del nivel autonómico. En la práctica apenas hubo resultados, pero sobre esto parece volverse en la actua-
lidad. 

Pasos fundamentales en aras de la racionalización local
En las últimas décadas se han vivido experiencias de modificación del tamaño de algunos
municipios, casi todos ellos, paradójicamente,  para reducir su dimensión. Es por esto que pa-
rece más práctico abordar los problemas ligados al tamaño de la jurisdicción por el camino de
la cooperación. Cooperación que deberá permitir alcanzar economías de escala, lograr una
mejor coordinación de los proyectos de inversión y corregir los desbordamientos geográficos
en el consumo colectivo por usuarios. Además, y desde la perspectiva de la justicia social, la
cooperación puede también contribuir a reforzar la solidaridad financiera entre jurisdicciones
vecinas. 

Conscientes de que las entidades locales más pequeñas necesitan desarrollar fórmulas aso-
ciativas que les permitan mantener la prestación de servicios, obligatorios por ley, bajo un es-
tándar de calidad para todos los ciudadanos y, en el futuro, adoptar las competencias que se
les asignen, nos preguntamos ¿cuál es la experiencia del asociacionismo municipal en Es-
paña?

El debate sobre la reforma de la planta local se ha ido acelerando de manera inusitada

desde la crisis económico-financiera (…). Es entonces cuando vuelve el debate 

sobre la “racionalización” de la planta municipal, que lleva implícita la intención 

de evitar las duplicidades existentes. 
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LA REALIDAD LOCAL EN ESPAÑA

Las técnicas de colaboración previstas que, al menos sobre el papel, pretenden facilitar la 
cooperación interadministrativa, la flexibilidad en la gestión de los recursos productivos y la
introducción de criterios de eficiencia y eficacia, no han dado sus frutos.

En la búsqueda de las claves explicativas de este fracaso, es oportuno remontarnos, de nuevo,
al siglo XIX, donde comienzan a gestarse los instrumentos de cooperación, heredados de la
tradición administrativa francesa. La más clásica es la mancomunidad, que nació al amparo
de la Ley Municipal de 18701, y está reconocida como entidad local no territorial de acuerdo
con el artículo 3.2d y regulada en el 44 de la Ley Reguladora de Bases de Régimen Local, que
vino a continuar el tradicional criterio uniformista de nuestro régimen local. Creadas por la
asociación voluntaria de dos o más municipios para la ejecución de obras y servicios de carácter
municipal, han sido utilizadas como instrumento para paliar las deficiencias estructurales de
los municipios españoles. Reconocidas en la Constitución de 1978, han sido la fórmula aso-
ciativa por excelencia, contándose más de mil en la actualidad. Casi la mitad de ellas se han
destinado a la recogida y tratamiento de residuos sólidos urbanos, depuración de aguas resi-
duales, protección del medio ambiente y limpieza de vías y espacios públicos, así como también
a la prevención y extinción de incendios, la seguridad ciudadana, protección civil, fomento de
turismo, actividades culturales, deporte, etc. Si bien su filosofía está correctamente encaminada
a superar los problemas de la fragmentación municipal, las mancomunidades presentan im-
portantes dificultades en su gestión, entorpecida en parte, por la forma de representación de
sus miembros, la falta de profesionalización de su estructura administrativa, así como su forma
de financiación. (Font y Parrado, 2000).

La Ley Reguladora de Bases de Régimen Local reconoce, en su título IV, la potestad de las
CC.AA. para crear en su territorio comarcas u otras entidades que agrupen a varios municipios,
cuyas características determinen intereses comunes para su gestión o demanden la prestación
de este tipo de servicios. Su desarrollo ha sido también lento, y sólo ciertas autonomías las
han implementado. Cataluña, Aragón, Castilla  León y Álava cuentan con leyes comarcales, al
igual que Galicia, donde existe Ley de Desarrollo Comarcal, si bien, no se han puesto en marcha
más allá de una mera delimitación territorial. El centenar de ejemplos que están funcionando
centran sus esfuerzos en las labores de ordenación del territorio, servicios sociales, cultura, de-
portes, salud pública, transporte y turismo, fundamentalmente. Un ejemplo a destacar es el de
la comarcalización de Aragón, que si bien no es reciente, iniciándose en el año 1993, no toma
verdadero impulso hasta la aprobación de la Ley de Medidas de Comarcalización, del año
2001. Esta experiencia supone una apuesta sin precedentes en nuestro país, si bien, algunas
voces se han manifestado escépticas ante el resultado, apuntando a que el reducido tamaño
que adquieren no es el idóneo para el ejercicio de las funciones que se les atribuyen, lo que

1. Su origen lo encontramos en el artículo 75 de la Ley Municipal de 20 de agosto de 1870, donde se denominan comunidades de carácter
voluntario. Andado el tiempo, en el artículo 80 de la Ley Municipal de 1877  establece el principio de comunidad de Ayuntamientos y en el
proyecto de ley presentado en las Cortes el 16 de diciembre de 1882 se autorizaba la asociación o comunidad de ayuntamientos para la cons-
trucción de cementerios, caminos vecinales, guardería rural, policía, instrucción, asistencia médica, fines y aprovechamientos de menor interés.
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llevará a una pérdida de eficiencia, reflejada, de nuevo, en el desaprovechamiento de las eco-
nomías de escala regional y a un incremento de los costes de gestión (Barberán, 2003). La expe-
riencia catalana ha mostrado que buena parte de las comarcas reciben ese nombre, pero con
pocos visos de convertirse en entes supramunicipales eficientes en la prestación de servicios
públicos. La “sustitución” de la Comunidad Metropolitana de Barcelona por las comarcas que
nacieron de su fragmentación, no conserva el espíritu supramunicipal inicial, al dividir el único
territorio metropolitano en cuatro “fragmentos”: La Barcelonès, Baix Llobregat, Vallès Occi-
dental y Maresme; ni tampoco fueron dotadas de competencias y recursos propios para cumplir
el papel teórico que se les había asignado en su creación.

Los resultados operativos de la ordenación territorial a través de las comarcas han oscilado
bastante, pero a nuestro juicio adolece de problemas fundamentales de partida, tales como
la falta de personalidad jurídica propia, así como de un marco competencial definido, que ha
supuesto, en la práctica, que se hayan convertido en una unión voluntaria de municipios, más
que en una nueva fórmula de ordenación y gestión del territorio.

Los consorcios, organizaciones con personalidad jurídica propia, de naturaleza asociativa con
carácter no territorial, constituidos voluntariamente por diversas administraciones públicas, o
por éstas con determinadas entidades privadas, sin afán de lucro, con finalidad concurrente
de interés público, son también antiguos. Su primera regulación data de 1955, si bien se re-
conoce también en la Ley de Régimen Local de 1985. 

Su finalidad es  la prestación de servicios públicos y, en general, cualquier actividad que se re-
coja en su acta de constitución. La creación de un consorcio  proviene de la realización previa
de un convenio de colaboración, y de la necesidad de crear una organización común para ges-
tionar el contenido del mismo. La legislación de la figura consorcial es una de las más confusas
y, a pesar de ello, ha sido utilizada como una herramienta de innovación en la gestión de los
servicios públicos. Esta forma ha sido muy utilizada en Cataluña, para la prestación de servicios
públicos de transporte, sanidad, cultura, deporte, etc. Otro ejemplo significativo es el del con-
sorcio de Santiago de Compostela, constituido como una entidad de carácter interadministra-
tivo de titularidad municipal, creado por la administración del Estado, la Comunidad Autónoma
y el municipio compostelano. Entre sus funciones destacan las de servir de apoyo a la gestión
del Real Patronato de la ciudad, asegurar el mantenimiento y la correcta gestión de las insta-
laciones, equipamientos y servicios dotados como consecuencia de actuaciones acordadas por
el mismo patronato y promover el ejercicio coordinado de las competencias de la administra-
ción del Estado, la CC.AA. y el municipio.

El advenimiento del estado autonómico puso de relieve la desconfianza con la que los gobier-
nos regionales vieron a las áreas metropolitanas, por lo que, celosos de un poder que consi-
deraban potencialmente peligroso para sus intereses, optaron por su eliminación. Esto fue lo
que ocurrió, por ejemplo, con la Corporación Administrativa del Gran Bilbao, el área metropo-
litana de Barcelona, la de Madrid, etc., que en algún caso fueron sustituidas por entidades
metropolitanas sectoriales, que nada tienen que ver con la filosofía de un segundo nivel de
administración local pensado, sobre todo, para el área urbana. En el artículo 43.2 de la men-
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cionada Ley de Bases se define a las áreas metropolitanas como entidades locales integradas
por los municipios de grandes aglomeraciones urbanas, entre cuyos núcleos de población exis-
tan vinculaciones económicas y sociales que hagan necesaria la planificación conjunta y la 
coordinación de determinados servicios y obras. Las áreas metropolitanas, espacios metropo-
litanos o aglomeraciones, son algunas de las expresiones con las que se alude a un mismo fe-
nómeno: la concentración de la población en unos ámbitos territoriales caracterizados por un
constante movimiento de intercambio entre los lugares de residencia, trabajo y ocio de la po-
blación que los habita, es decir, entre los que existen fuertes vinculaciones económicas y so-
ciales.

El área metropolitana como fenómeno territorial propio de los países desarrollados, supera
a la ciudad misma y representa la culminación de un proceso de crecimiento urbano iniciado
con la Revolución Industrial. El hecho metropolitano es una realidad generalizada en todo el
mundo. En los cinco continentes existen áreas metropolitanas integradas por entidades locales
entre cuyos núcleos se generan vínculos económicos y sociales, especializaciones e interde-
pendencias, que exceden de la frontera municipal y hacen necesaria la planificación conjunta
y la coordinación de determinados servicios y obras. Esta circunstancia es especialmente im-
portante en la Unión Europea, donde el 80% de la población actual reside en este tipo de
áreas.

Así, pues, más allá de la pura constatación territorial, en realidad, estas aglomeraciones se re-
velan como espacios donde la acción pública debe desarrollarse en un doble frente: la coor-
dinación de las acciones sobre el territorio y la prestación supramunicipal de los servicios que
se estimen oportunos. Es competencia autonómica la creación, modificación y supresión
de áreas metropolitanas. Correspondiendo así a cada Comunidad Autónoma no sólo la cre-
ación de las áreas metropolitanas, sino también su organización y la dotación de sus recursos,
siempre bajo los principios de eficacia, agilidad, eficiencia y autonomía local. La autonomía es
la expresión máxima del llamado interés local, el cual está unido de forma indivisible a un in-
terés supralocal. Si entendemos autonomía local como el derecho de la entidad a participar, a
través de sus órganos propios, en el gobierno y administración de cuantos asuntos le atañen,
debemos creer que esto es compatible con el ámbito supralocal objeto de la creación de en-
tidades metropolitanas, ya que las características de la actividad pública que constituye su ob-
jeto excede de la capacidad de gestión de los propios municipios. A la vez, ha de ponerse el
acento también en la coordinación autonómica a la hora de prestar servicios públicos, de tal
modo que se eviten disfunciones entre los servicios metropolitanos y los de las restantes ad-
ministraciones públicas.

En la actualidad, cuando más del 80% de la población europea reside en áreas urbanas, re-
nace el viejo debate sobre la política que ha de aplicarse para las grandes ciudades y sus áreas
circundantes, sin que exista una respuesta unánime a la necesidad de encontrar las fórmulas
que garanticen un gobierno eficaz y eficiente. Hace ya más de diez años el Comité Económico
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y Social Europeo llamó la atención sobre las repercusiones económicas y sociales de los mo-
vimientos que se producen en estas zonas y la necesidad de adecuar su gobernanza a la rea-
lidad, siendo definidas como laboratorios de la economía mundial, motores del crecimiento y
centros importantes de creatividad e innovación. 

Recogiendo el guante lanzado por la UE, el fenómeno metropolitano parece resurgir en
España, a raíz de la aprobación de la Ley de Área Metropolitana de Barcelona, que trata de
recuperar la organización de doble nivel, una vez que se han visto ineficientes los resultados
derivados de la organización de las dos entidades metropolitanas que regulaban las actuacio-
nes públicas especiales en la conurbación de Barcelona, y en las comarcas de su área de in-
fluencia. De esta forma, la Ley 31/2010, que deroga a la 7/1987, pretende articular “un espacio
de relaciones funcionales, concurrencia urbanística, uso común de suministros y servicios que,
sin duda, forma un entorno diferenciado, con sus particularidades y necesidades específicas”.
De esta manera, la administración procura que la organización territorial y administrativa se
convierta en una herramienta efectiva al servicio de la eficiencia en la gestión y del bienestar
de los ciudadanos, de tal forma que garantice la continuidad de los procesos de planificación
territorial y la representatividad proporcional de todos los municipios que la integran, a través
de sus propios órganos de gobierno. El Área Metropolitana de Barcelona asume las compe-
tencias que hasta el momento ejercían las entidades metropolitanas del transporte, de servicios
hidráulicos,  tratamiento de residuos y la Mancomunidad de Municipios y, en materia de ur-
banismo, las funciones establecidas por la legislación vigente. A la vez, se configura  la hacienda
metropolitana con la reordenación del panorama existente para que el “sistema de financiación
responda a las singularidades y necesidades de una gran conurbación urbana y a las atribu-
ciones asignadas al Área Metropolitana de Barcelona”. Para tal objetivo se contemplan los
ingresos procedentes del patrimonio, tasas y precios públicos, cánones, cuotas urbanísticas, el
recargo sobre el impuesto de bienes inmuebles, el producto de multas y sanciones, así como
transferencias de los municipios y otros niveles de gobierno. En este punto, vemos que la nueva
configuración metropolitana adolece, al igual que la anterior, de  la autonomía financiera
que se le exige para evitar comportamientos free-rider y de ilusión fiscal por parte de los ciu-
dadanos.

Otro aspecto importante en el ámbito local es el relativo al papel de las diputaciones provin-
ciales, con unas funciones básicamente de acompañamiento y apoyo a los municipios, care-
ciendo de una atribución competencial propia. Su consagración como entidad local, primero
en la Ley de 1870 y más tarde en el Estatuto provincial de Calvo Sotelo, 1925, coincide en el
tiempo con un cuestionamiento de su capacidad para la resolución de los problemas munici-
pales (Ferreira, 2006). Este aspecto ha sido introducido en el debate actual, con la posible asun-
ción de competencias locales de los municipios más pequeños –los de menos de 20.000
habitantes– si bien,  no parece ser ésta la solución real y respetuosa con la autonomía local
reconocida por la Constitución.
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Conclusiones

De este repaso, necesariamente incompleto en algún extremo,  podemos concluir que la abun-
dancia de fórmulas asociativas en nuestra realidad es un reflejo de la preocupación por
solucionar el problema de la insuficiencia municipal y su incapacidad para acometer re-
formas estructurales de reordenación municipal, diferenciación de competencias, etc., todo
ello con la constatación práctica del solapamiento y la incompatibilidad de fórmulas diferentes
que pretenden dar solución al mismo problema2. Lejos de poner  “remedio” a las disfunciones
administrativas y la adaptación de los términos institucionales a la realidad funcional y rela-
cional, los límites políticos, obsoletos, siguen desbordados por los efectos spillover y la con-
gestión, que no conducen más que a una mala asignación de recursos y a la ineficiencia, que
las leyes no son capaces de paliar si no se ponen en práctica de manera correcta. 

Si, como acabamos de ver, la reforma de la planta local ha sido siempre un debate abierto
en el plano doctrinal, en el real el último impulso viene de la mano de la crisis económica
y la sostenibilidad presupuestaria. Si bien, como ya hemos apuntado, la racionalización de
la administración local va más allá del ámbito económico, teniendo un gran peso factores tan
relevantes como las identidades, la historia, la democracia y la cohesión territorial y social.
Mientras la estrategia de algunos países como Grecia y Portugal ha sido la de disminuir el nú-
mero de municipios como una pieza más para la recuperación, en España, después de un
arduo debate sobre la reforma local, con voces dispares, muchas de ellas apostando por la
supresión de las diputaciones provinciales, y otras clamando contra las duplicidades de gasto,
el resultado podemos calificarlo de fallido o, al menos, insuficiente. De la exposición de motivos
de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad Financiera de las
Entidades Locales, se desprende que los objetivos básicos de esta nueva normativa son los de
clarificar las competencias municipales y evitar duplicidades; racionalizar la estructura organi-
zativa de la administración local, de acuerdo con los principios de eficiencia, estabilidad y sos-
tenibilidad financiera; garantizar un control financiero y presupuestario más riguroso y favorecer
la iniciativa privada, evitando intervenciones administrativas desproporcionadas (Cadaval y Ca-

ramés, 2014). 

Una novedad significativa que debemos destacar es la clasificación de las competencias
municipales en propias, delegadas y otras, de tal manera que se contempla la necesidad de
contar con la financiación autónoma suficiente para hacer frente a las primeras, las transfe-
rencias autonómicas para las segundas y el carácter subsidiario de las terceras, a las que sólo
debieran atenderse una vez que estén cubiertas las demás. Desde este punto de vista, la ley
hace mención especial a los municipios con menos de 20.000 habitantes (casi el 84% del
total), contemplando la posibilidad de que sus competencias sean transferidas y, por tanto,
asumidas por la Diputación correspondiente, en el caso de que no puedan mostrar que su

2. Ejemplo paradigmático de esta incompatibilidad es la difícil convivencia de entidades provinciales y comarcales en Cataluña.
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prestación es eficiente.  La potenciación y el refuerzo de las Diputaciones quedan patentes, en
detrimento de las fórmulas de colaboración existentes, a la vez que se introducen algunos in-
centivos a la fusión municipal. Una vez más, se ha dejado el problema sin resolver, sin atender
al núcleo fundamental de la cuestión.

Podemos decir que los gobiernos se enfrentan a dificultades similares en el plano local,
donde las estructuras político-administrativas están anticuadas, no adaptándose los obje-
tivos y los medios, de lo que resulta un desorden desde el punto de vista urbano y una debilidad
sustancial de recursos en los espacios rurales, entre otros. Los desajustes entre los territorios
funcionales-institucionales y relacionales  no son una cuestión sencilla, fruto del acarreo his-
tórico, la cultura y la socialización concreta, que impiden prescripciones políticas uniformes.
Las consecuencias más importantes responden a debilidades económicas en forma de efectos
desbordamiento, costes de congestión, de movilidad,…, pero también a cuestiones sociales y
democráticas, que requieren de instrumentos que reduzcan la ineficiencia introducida por
aquellos.

La crisis económico-financiera de los últimos años ha derivado en movimientos recentra-
lizadores en aras de una mayor racionalidad, que trate de hacer coincidir los círculos de los
beneficiarios, pagadores y decisores, si bien, el dilema entre fusión y cooperación sigue latente.
En un primer momento, la necesidad de racionalización inmediata parece prescribir la fusión
de una manera mecánica, pero en la práctica son muchos los ejemplos que nos dicen que no
siempre es lo más recomendable, siendo preferible adoptar, en un primer momento, soluciones
que, a priori, pudieran considerarse como second best, como paso previo a la fusión, pero ne-
cesarias para el correcto discurrir futuro de la entidad. Nos referimos a la implementación de
la fórmula de colaboración o cooperación interjurisdiccional que mejor se adapte a las circuns-
tancias de cada caso

Desde este punto de vista, hemos afirmado que los últimos planteamientos no van en la
buena dirección, pues los entes aglomerados que se pretenden crear no cuentan con su propia
financiación, sino que se conciben como receptores de fondos procedentes de otros niveles
de gobierno, lo que ya de por sí añade ilusión fiscal, que es uno de los aspectos que se pretende
evitar. Además, no se garantiza la buena administración, al no contemplarse la necesidad de
reducir los ingresos locales en la misma proporción que aumentan los supralocales, lo que
puede hacer que, en la práctica, los contribuyentes acaben asumiendo mayores costes, en
lugar del pretendido ahorro. 

Tampoco los resultados de los últimos estudios empíricos son capaces de evidenciar claras
ganancias de eficiencia y reducción de gasto en muchos procesos de fusión. Las economías
de escala no están siempre garantizadas  y los ahorros potenciales pueden ser eludidos por el
mal funcionamiento del ente naciente. En definitiva, una vez más se ha desaprovechado el
momento para encarar una reformulación local adaptada a los nuevos tiempos.
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ANEXO 

CUADRO 1 . ENTIDADES LOCALES EN ESPAÑA

* Aunque en el registro del Ministerio computan formalmente 3 entidades supramunicipales llamadas áreas metropolitanas, no responden realmente

a un segundo escalón de gobierno local, siendo sólo una fragmentación de la rémora del pasado.

Fuente. Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 

Municipios 8113

Ciudades autónomas 2

Provincias de régimen común 38

Provincias de régimen foral 3

Consejos y Cabildos insulares 11

ENTIDADES LOCALES EN ESPAÑA 2014

Agrupaciones de municipios 80

Áreas metropolitanas 3*

Comarcas 81

Entidades locales menores 3728

Mancomunidades 1013

OTRAS ENTIDADES LOCALES

Entidades de ámbito superior o inferior al municipal (art. 137 y 141 de la Constitución)

Organismos autónomos, entidades públicas empresariales, sociedades mercantiles, etc. 3091

Entidades de ámbito superior o inferior al municipal (art. 137 y 141 de la Constitución)
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ANEXO

CUADRO 2. NÚMERO DE MUNICIPIOS POR ESTRATOS DE POBLACIÓN

GRÁFICO 1 . % POBLACIÓN POR TIPO DE MUNICIPIO

Fuente. Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 

Tramos de Población Número de Municipios % sobre el total % de población

< 5.000 habitantes 6.800 83,82% 12,67%

De 5.000-20.000 habitantes 916 11,29% 19,10%

De 20.000-50.000 habitantes 254 3,13% 16%

De 50.000-100.000 habitantes 80 0,99% 12,13%

De 100.000-500.000 habitantes 57 0,70% 24,03%

De 500.000-1.000.000 habitantes 4 0,05% 5,81%

> de 1.000.000 de habitantes 2 0,02% 10,27%

NÚMERO DE MUNICIPIOS POR ESTRATOS DE POBLACIÓN

De 20.000 a 50.000 habitantes: 
16%

<5.000 habitantes: 12,67%

De 50.000 a 100.000 habitantes: 
12,13%

De 5.000 a 20.000 habitantes: 
19,10%

>1.000.000 habitantes: 10,27%

De 500.000 a 1.000.000 habitantes: 
5,81%

De 100.000 a 500.000 habitantes: 
24,03%
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ANEXO

GRÁFICO 2. % MUNICIPIOS POR ESTRATOS DE POBLACIÓN

< 5.000 habitantes: 83,82% De 5.000-20.000 habitantes: 11,29%

De 20.000-50.000 habitantes: 3,13%
De 50.000-100.000 habitantes: 0,99%

De 100.000-500.000 habitantes: 0,70%
De 500.000-1.000.000 habitantes: 0,05%

> de 1.000.000 de habitantes: 0,02%

GRÁFICO 3. EVOLUCIÓN DEL NÚMERO DE MUNICIPIOS
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ANEXO

GRÁFICO 4. NÚMERO DE MANCOMUNIDADES SEGÚN SUS FINES

ABASTECIMIENTO AGUAS

ACTIVIDADES ECONÓMICAS

EDUCACIÓN Y CULTURA

DEPURAC. Y MEDIO AMBIENTE

URB. TRANSPORTE Y COMUN.

PROTECCIÓN CIUDADANA

SERVICIOS GENERALES

SANIDAD Y SALUBRIDAD

SERVICIOS SOCIALES

                                         348

                                                                 413

                                                                             442

                                                     382

                                                                                 459

                               328

                                                            405

243

                                                                               453

Fuente. Registro de Entidades Locales de la Dirección General de Cooperación Local. 
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CONCLUSIONES GENERALES

La dialéctica entre la democracia política y la eficiencia económica que se alimenta del frac-
cionamiento municipal, se agranda por la invocación recurrente del principio de subsidiariedad.
El paso del tiempo y las transformaciones demográficas, económicas y sociales están deman-
dando la reestructuración del espacio local. Resulta imprescindible replantearse la lógica y la
praxis de la cooperación local en nuestro país. Para ello es necesario llenar de contenido prác-
tico  a la yuxtaposición de óptimos funcionales, hasta ahora ineficaz, marcado por evidentes
problemas de diseño, como es el caso de las mancomunidades. El reto de internalizar las ex-
ternalidades geográficas, las economías de escala,…, y alcanzar la coherencia conjunta no
siempre es posible a través de la fusión municipal, para lo que habrá que echar mano de in-
centivos que aproximen las interesen individuales a los colectivos.

Es necesario llenar de contenido práctico  a la yuxtaposición de óptimos funcionales,
hasta ahora ineficaz, marcado por evidentes problemas de diseño, como es el caso de
las mancomunidades.

Habrá que encarar un auténtico cambio en profundidad, a través de la gestión
supralocal, como el camino para convertir el desestructurado milhojas local en una
verdadera gestión eficiente.

Es necesario empezar a utilizar elementos de persuasión que hagan funcionar la
intermunicipalidad, manteniendo el escalón de proximidad para algunas cosas que se
pueden resolver bien a este nivel. 

Referencias hay en la experiencia comparada que permiten escoger el camino y evitar fracasos.
La reforma local no puede concebirse como una rémora para los territorios. En algún momento
habrá que encarar un auténtico cambio en profundidad, a través de la gestión supralocal,
como el camino para convertir el desestructurado milhojas local en una verdadera gestión efi-
ciente de los servicios de proximidad.

A día de hoy, ni el habitante del municipio rural tiene ninguna posibilidad de obtener bienes
y servicios adecuados, ni el residente en la ciudad –restringido a una jurisdicción territorial ex-
cedida por lo supralocal- es capaz, con su voto, de decidir sobre asuntos que tienen una di-
mensión más amplia que la de su ayuntamiento. En este espacio, donde se asienta la mayor
parte de la población, es necesario tomar decisiones urgentemente. No es preciso sembrar el
país de áreas metropolitanas o aglomeraciones urbanas, pero es necesario empezar a utilizar
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CONCLUSIONES GENERALES

La nada sencilla malla jurisdiccional que integran nuestras entidades locales, se compone de
nuestra cultura, de nuestras costumbres, de los hábitos sociales, leyes y esquemas mentales
propios que, a menudo se olvidan, cuando se da lectura simplista a esta realidad. De manera
harto superficial se afirma, muchas veces, que el redimensionamiento de los entes locales sólo
tiene una salida, la fusión. Este desenfoque  de la realidad del tejido local está fuera de pro-
pósito y constituye un error de concepción que no responde más que a una comprensión in-
completa del problema. Habrá que adoptar las estrategias necesarias que sean capaces de
superar los obstáculos de resistencia sociológica, antes de abordar la necesaria racionalidad
económica. 

elementos de persuasión que hagan funcionar la intermunicipalidad, manteniendo el escalón
de proximidad para algunas cosas que se pueden resolver bien a este nivel. 

Ha llegado el momento de hacer compatibles la realidad jurídica de los municipios con los he-
chos, que no entiende de lindes decimonónicos, de tal manera que la vida municipal languidece,
mientras no se ponga coto a los problemas señalados.

Mientras el territorio rural precisa de métodos que consideren otros niveles de
administración; en el ámbito urbano, la recomposición territorial requiere de una
progresiva mutación institucional.

Habrá que adoptar las estrategias necesarias que sean capaces de superar los
obstáculos de resistencia sociológica, antes de abordar la necesaria racionalidad
económica.

La cooperación en sentido fuerte puede suponer el peldaño intermedio que permita gestionar
los servicios públicos de manera eficiente y ordenar el territorio, de tal manera que se contribuya
al desarrollo económico y a la eficiencia, a través de la coherencia. Todo ello visto de manera
amplia, teniendo en cuenta, por un lado, la realidad rural, cuyas propuestas de solución no son
coincidentes con la problemática urbana. Mientras el territorio rural precisa de métodos que
consideren otros niveles de administración, echando mano del principio de solidaridad, y de
una lucha que encare realmente la despoblación y el aislamiento;  un camino que ha de pasar,
necesariamente, por un aprendizaje a través del cual se produzca la necesaria identificación
del ciudadano con la nueva realidad funcional.  Si se construye bien, acabará produciéndose
una transformación organizativa, que respete la legitimidad democrática, y que preste servicios
de manera más eficiente, otorgando al nivel municipal la entidad necesaria que le permita ne-
gociar en igualdad de condiciones a otros niveles de administración. Todo ello redundará, ade-
más, en una mayor competitividad territorial en su conjunto.
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Es un hecho cierto y comprobado que las jurisdicciones locales forman 

una compleja malla territorial, fruto mayoritario del acarreo histórico, 

aceptada como parte de una cultura. Costumbres, hábitos sociales, 

leyes y esquemas mentales están muy presentes, lo que a veces se 

olvida cuando se observa el mundo local con perspectivas 

extremadamente parciales o tecnocráticas. Por ello resulta simplista 

obviar el complicado juego de interrelaciones entre los diferentes 

espacios, más o menos organizados jerárquicamente –del gobierno 

central a los municipios– y entre los gobiernos del mismo nivel, pues los 

problemas relevantes son interdependientes y, frecuentemente, están 

condicionados por restricciones de tipo institucional.

Ignorar el anclaje del tejido local en la tradición está fuera de propósito. 

Y así sucede cuando de manera harto superficial se afirma, en un tono 

relativamente dogmático, que el redimensionamiento de los entes 

locales por la vía de fusión es imprescindible. Se trata, en definitiva, del 

error de asumir una concepción simple y ahistórica del problema.

Luis Caramés Viéitez, catedrático de Hacienda Pública de la 

Universidad de Santiago de Compostela  y asesor de coyuntura del 

Consejo General de Economistas, y María Cadaval Sampedro, 

profesora de Hacienda Pública en la USC, analizan en este Informe los 

diferentes sistemas de organización territorial municipal y los modelos 

de gestión y financiación de las entidades locales de nuestro país. L
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